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CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

CONSEJERA PONENTE: STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO

Bogotá D.C., nueve (9) de diciembre del dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 11001-03-27-000-2014-00029-00

Número interno: 21124

Actor: JUAN CARLOS ALBARRACÍN MUÑOZ

A    U    T    O

Llega al Despacho el proceso de la referencia, para dar tramite a la solicitud formulada por el actor, con fundamento en el artículo 271 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA.

SOLICITUD DE SENTENCIA DE UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA

Hechos en los que se funda la solicitud

Afirma el solicitante que ante el Tribunal Administrativo de Santander, adelanta un proceso de nulidad Nº 68001-33-33-014-2013-00045-01, contra los artículos 422 del Acuerdo Municipal 054 de 1995, 304 a 307 del Acuerdo Municipal 034 de 31 de diciembre de 2005 y 213 del Acuerdo Municipal 103 del 2010, todos proferidos por el Concejo Municipal de Girón, por medio de los cuales el municipio de Girón – Santander estableció el impuesto de alumbrado público y definió la tarifa para su cobro. 

Afirma que en la demanda se formularon como cargos de violación, el desconocimiento de los principios de legalidad, certeza, irretroactividad, equidad, eficiencia y progresividad. 

Señala que el Juzgado Catorce Administrativo Oral de Bucaramanga negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas al actor, lo cual es contrario a la naturaleza pública de la acción de simple nulidad.  

Indicó que el fallo de primera instancia desconoció el “principio de congruencia”, pues se ocupó de estudiar las facultades que tienen los concejos municipales para determinar los elementos del impuesto de alumbrado público, cuando el objeto de la demanda era la violación de los principios antes citados. 

Adujo que la imparcialidad de los magistrados del Tribunal Admininistrativo de Santander se puede ver afectada, por la argumentación que presente la empresa de iluminación de San Juan de Girón, razón por la cual es necesario que esta Corporación avoque el conocimiento del asunto. 

Argumentos jurídicos para la procedencia de la solicitud 

Sostiene el demandante que el Consejo de Estado debe avocar el conocimiento del proceso que adelanta ante el Tribunal Administrativo de Santander, por su importancia jurídica y trascendencia económica, para lo cual afirma lo siguiente:

En cuanto a la importancia jurídica, manifiesta que la argumentación de la demanda se fundamenta en unos presupuestos nuevos que no ha analizado el Consejo de Estado en los pronunciamientos que ha hecho respecto del impuesto de alumbrado público, pues tienen que ver con los principios tributarios que han sido desconocidos por las asambleas departamentales y los concejos municipales, al proferir los actos administrativos que regulan el impuesto de alumbrado público.

En cuanto a la importancia económica del asunto, señala que la tarifa del impuesto de alumbrado público fijada por el Concejo Municipal de Girón en los actos acusados, además de ser arbitraria y caprichosa, se cobra por igual a todos los estratos económicos, lo cual vulnera los principios de progresividad y unidad económica. 

Finalmente, aclara que no pretende que se elimine el impuesto de alumbrado público, sino que se cobre de conformidad con los principios tributarios invocados en la demanda. 

CONSIDERACIONES

El artículo 271 del CPACA prevé lo siguiente:

“Artículo 271. Decisiones por importancia jurídica, trascendencia económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia. Por razones de importancia jurídica, trascendencia económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia, que ameriten la expedición de una sentencia de unificación jurisprudencial, el Consejo de Estado podrá asumir conocimiento de los asuntos pendientes de fallo, de oficio o a solicitud de parte, o por remisión de las secciones o subsecciones o de los tribunales, o a petición del Ministerio Público.

En estos casos corresponde a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado dictar sentencias de unificación jurisprudencial sobre los asuntos que provengan de las secciones. Las secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado dictarán sentencias de unificación en esos mismos eventos en relación con los asuntos que provengan de las subsecciones de la corporación o de los tribunales, según el caso.

Para asumir el trámite a solicitud de parte, la petición deberá formularse mediante una exposición sobre las circunstancias que imponen el conocimiento del proceso y las razones que determinan la importancia jurídica o trascendencia económica o social o a necesidad de unificar o sentar jurisprudencia. 

Los procesos susceptibles de este mecanismo que se tramiten ante los tribunales administrativos deben ser de única o de segunda instancia.

 En este caso, la solicitud que eleve una de las partes o el Ministerio Público para que el Consejo de Estado asuma el conocimiento del proceso no suspenderá su trámite, salvo que el Consejo de Estado adopte dicha decisión.

La instancia competente decidirá si avoca o no el conocimiento del asunto, mediante auto no susceptible de recursos”. (Subrayas fuera de texto)

De conformidad con la norma transcrita, se pueden resaltar lo siguientes elementos para la procedibilidad de la unificación de jurisprudencia:

1. La Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado es la competente para dictar las sentencias de unificación.

2. Las sentencias de unificación pueden proferirse, de oficio o a petición de parte, o por remisión de las subsecciones o de los tribunales, o por petición del Ministerio Público.

3. La unificación de la jurisprudencia debe responder a razones de importancia jurídica, trascendencia económica o social o a la necesidad de sentar jurisprudencia.

4. La unificación es procedente en procesos que se encuentren pendientes de fallo en las subsecciones de la Corporación, y de los tribunales, cuando se tramitan en única o segunda instancia.

5. Si la solicitud la formula una de las partes, esta debe exponer las circunstancias que determinan la importancia jurídica o la trascendencia económica o social o la necesidad de unificar o sentar jurisprudencia.

En el presente caso, el actor solicita la expedición de una sentencia de unificación jurisprudencia, en relación con el proceso de simple nulidad que se adelanta en el Tribunal Administrativo de Santander, Exp. 2013-00045-01, contra varios acuerdos expedidos por el Concejo Municipal de Girón, que regulan el impuesto de alumbrado público.  El demandante sustenta en el escrito las razones por las cuales considera que la demanda presentada en el proceso antes indicado, plantea argumentos que revisten importancia jurídica y trascendencia económica.

En esas condiciones, la solicitud formulada reúne los requisitos formales previstos en el artículo 271 del CPACA, para que este Despacho proceda a decidir si avoca o no el conocimiento del asunto.

Pues bien, respecto de los conceptos de «importancia jurídica» y «trascendencia económica», contenidos en el artículo 271 CPACA, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha señalado lo siguiente: 

«Así, el primero que se enuncia es la importancia jurídica, que ha de entenderse, al menos, como la alta connotación que tiene un asunto dentro del mundo jurídico, en la medida en que es capaz de incidir en él de forma transversal y determinante, bien sea porque toca bienes o instituciones materiales o inmateriales que figuran dentro de la más elevada escala de protección estatal, demanda la construcción de un parámetro de interpretación que resulta necesario para el orden normativo mismo, propugna por un avance significativo en la tradición jurídica nacional o internacional, el Constituyente o Legislador le han dado esa connotación, o porque el desarrollo jurisprudencial así lo sugiere. También podría expresarse en términos de “… la necesidad que ve la respectiva Sala de abordar un tema que reviste un interés jurídico superlativo dada su novedad, dificultad teórica y/o práctica o impacto sobre el ordenamiento jurídico…”
.
A renglón seguido, se habla de la trascendencia económica o social. Estas dos características son asimilables a la descrita en el párrafo anterior, pero la gran diferencia, por evidente que parezca, es la órbita que impacta la decisión concerniente al asunto a examinar, en este caso, la económica –en punto a la magnitud de la afectación que pueda recibir el patrimonio público, o el privado, según el caso– o la social –dado el alcance que pudiera tener en el conglomerado social, tanto en términos cuantitativos como cualitativos»
.

Teniendo en cuenta el anterior lineamiento jurisprudencial, este Despacho advierte que el asunto objeto de análisis, no revela un interés jurídico determinante o novedoso, toda vez que, esta Sala al abordar el estudio de legalidad de numerosos acuerdos municipales que regulan el impuesto de alumbrado público, ha tenido la oportunidad de marcar pautas y criterios en relación con la aplicación de los principios tributarios a que alude el demandante
, los cuales constituyen precedente jurisprudencial para los jueces y Tribunales de la jurisdicción contencioso administrativa.

En cuanto a la trascendencia económica, sustentada en que, a juicio del actor, la tarifa impuesta por el Concejo Municipal de Girón a los contribuyentes del impuesto de alumbrado público resulta arbitraria y caprichosa, tampoco constituye un argumento suficiente para que esta Corporación avoque el conocimiento del proceso. 

Además, no se advierte que la regulación del impuesto de alumbrado público en los actos acusados revista una grave afectación en el patrimonio de los contribuyentes del tributo ni que genere un impacto de gran magnitud económica en el conglomerado social al cual se aplican las disposiciones acusadas.

Por lo demás, si se aceptaran los argumentos expuestos por el actor para fundamentar la trascendencia económica, todos los procesos de simple nulidad relacionados con acuerdos que establecen tributos del orden municipal o departamental, tendrían que ser decididos por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, lo cual desdibujaría las reglas de competencia previstas por el legislador. 

Así pues, este Despacho advierte que el proceso de simple nulidad que se adelanta en el Tribunal Administrativo de Santander, Exp. 2013-00045-01, contra varios acuerdos expedidos por el Concejo Municipal de Girón, no reúne las condiciones de importancia jurídica y trascendencia económica, para que resulte procedente dar aplicación a lo previsto en el artículo 271 del CPACA. 

Por lo anterior, el Consejo de Estado, en su Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
RESUELVE:

RECHÁZASE por improcedente la solicitud de unificación de la jurisprudencia presentada por Juan Carlos Albarracín Muñoz, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

Notifíquese y cúmplase. 
STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO
� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, C. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, auto de 26 de marzo de 2015, rad. No. 54001-23-31-000-2002-01809-01.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, C. P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, auto de 30 de agosto de 2016, rad. No. 11001032800020140013000 –acumulado. 


� En relación con los principios de equidad y progresividad, ver sentencias del 27 de marzo de 2014, Exp. 19050, M.P. Dra. Martha Teresa Briceño de Valencia, del 26 de febrero de 2015, Exp. 19173 y del 5 de octubre de 2016, Exp. 19003, M.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 





